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ASUNTO
Resuelve la Sala, sobre la acción de tutela promovida por la representante judicial del Señor ANTONIO JOSÉ LÓPEZ CORRALES, contra la FISCALÍA ONCE SECCIONAL DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso. 
ANTECEDENTES

Manifiesta la representante judicial del señor Antonio que el 15 de octubre de 2015 presentó derecho de petición ante la Fiscalía accionada, solicitando la devolución de una maquina motosierra, marca stihl, modelo MS65-1716151158, la cual le fue decomisada el 7 de octubre del año que avanza, basándose en que sobre tal elemento no hubo suspensión dispositiva del bien ante el juez de garantías. Adicionalmente, indica la que libelista que su prohijado afirmó en dicha petición que ese elemento es su herramienta de trabajo con lo cual labora para obtener el sustento de su familia. 
LO QUE SE SOLICITA.

Con base en la anterior información solicita el accionante que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la fiscalía accionada dar una respuesta oportuna a la petición impetrada, ordenándose la devolución inmediata de la motosierra del señor López. 
TRÁMITE PROCESAL
La acción le correspondió a este Despacho por reparto del 24 de noviembre de 2015, fecha en la cual se avocó conocimiento de la acción, ordenándose notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a los accionados para que se pronunciaran sobre los hechos materia de tutela.
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS
La Fiscalía accionada a pesar de haber sido debidamente notificada de la acción, guardó silencio al respecto y no allegó respuesta alguna, por ende se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, y se tendrán por ciertos los dichos del actor respecto del actuar de esa delegada de la fiscalía. 

CONSIDERACIONES
1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
2. Problema jurídico planteado:

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si existe o no vulneración de los derechos fundamentales del accionante por parte de la Fiscalía 11 Seccional de Pereira. 
3. Solución: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 
Concretamente lo indicado por el libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene a la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, dar respuesta efectiva al derecho de petición que ella impetrara a nombre del señor López Corrales, con el fin de que a él le sea devuelta la motosierra que le fuera decomisada desde el pasado 7 de octubre de 2015. 
Como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:
“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

En el caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, se tiene que el señor Antonio José, por intermedio de su apoderada judicial, presentó solicitud de devolución de su motosierra ante la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, desde el 15 de octubre de 2015, toda vez que la misma le fue decomisada en un procedimiento policial realizado el 7 de ese mismo mes y año, por estar derribando árboles sin la debida autorización de la CARDER, sin embargo no fue declarada la suspensión del poder dispositivo de ese bien; de allí que sea viable concluir que los documentos contentivos de la petición reposan en las instalaciones del ente en cita desde esta misma calenda y sin respuesta a la fecha. 

Así las cosas, basta con detenerse a observar el folio 9 para advertir que la solicitud fue recibida en la fecha ya mencionada, por tanto el plazo legal para dar respuesta a ella se encuentra superado, pues han pasado dos meses sin que al petente se le haya dado respuesta o indicación alguna sobre la solicitud o acerca de la suerte que corrió la misma.

En ese orden, no se requiere de un mayor análisis para determinar que existe una vulneración por parte de la entidad accionada, al derecho fundamental de petición del señor Antonio José López Corrales, por tanto es necesario para este Juez Colegiado entrar a proteger el mismo.

De acuerdo a todo lo dicho, se tutelará el derecho fundamental de petición del señor Antonio José López Corrales, y en consecuencia, teniendo en cuenta que la Fiscalía accionada no dio respuesta alguna al presente asunto, y por ende no tiene conocimiento esta Colegiatura de que se haya adelantado trámite alguno para dar respuesta al petente, por tanto es pertinente ordenarle a la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, que si aún no lo hecho, proceda dentro de las 48 horas hábiles siguientes a la notificación de la presente decisión, a dar respuesta de fondo a lo pedido por la representante judicial del señor Antonio José desde el 15 de octubre del año en curso, respecto a la devolución de la motosierra que a él le fuera decomisada desde el día 7 de ese mismo mes y año. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor ANTONIO JOSÉ LÓPEZ CORRALES, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 
SEGUNDO: En consecuencia se le ORDENA a la FISCALÍA ONCE SECCIONAL DE PEREIRA, si aún no lo ha hecho, proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes a la notificación de la presente decisión, a dar respuesta de fondo a lo pedido por la representante judicial del señor Antonio José desde el 15 de octubre del año en curso, respecto a la devolución de la motosierra que a él le fuera decomisada desde el día 7 de ese mismo mes y año.
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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